
Procedimiento ordinario 1035/2009 
Sección 001 
 
 

A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA,  

SEDE DE VALLADOLID 
 
 
 Dña. ANA ISABEL FERNÁNDEZ MARCOS, Procuradora de los Tribunales, en nombre y 
representación de la FEDERACIÓN ECOLOGISTAS EN ACCIÓN CASTILLA Y LEÓN, según 
tengo debidamente acreditado en el procedimiento referenciado, ante la Sala comparezco y como 
mejor proceda en derecho DIGO: 
 
 Que mediante el presente escrito y según permite el art. 52 de la ley Jurisdiccional formulo 
DEMANDA contra la desestimación por silencio administrativo del recurso de reposición interpuesto 
por la Federación Ecologistas en Acción Castilla y León contra la Orden de 19 de noviembre de 2008 
de la Consejería de Medio Ambiente por la que se concede autorización ambiental a Unión Fenosa 
Generación, S.A., A.I.E., para la central térmica y las instalaciones de gestión de residuos no 
peligrosos mediante su depósito en vertedero (sellado y nuevo vaso de vertido), ubicadas en el término 
municipal de La Robla (León), hecha pública por Resolución de 1 de diciembre de 2008, de la 
Dirección General de Prevención Ambiental y Ordenación del Territorio (BOCyL de 12 de diciembre 
de 2008). Basamos esta pretensión en los siguientes: 
 
 

HECHOS 
 
 

PRIMERO.- Contenido de la autorización ambiental. En atención a las exigencias legales la 
resolución impugnada no se ajusta al contenido mínimo establecido para las autorizaciones 
ambientales por el artículo 22 de la Ley 16/2002 al menos en los siguientes extremos: 
 

Valores límite de emisión (VLEs) a la atmósfera 
 
Como se indica en el apartado 6.a) del Anexo II de la autorización ambiental impugnada, a la 

instalación le es de aplicación el Real Decreto 430/2004, de 12 de marzo, por el que se establecen 
nuevas normas sobre limitación de emisiones a la atmósfera de determinados agentes contaminantes 
procedentes de grandes instalaciones de combustión, debido a que tanto el Grupo 1 como el Grupo 2 
se ajustan a la definición de grandes instalaciones de combustión y superan los 50 megavatios (MW) 
de potencia térmica nominal. 

 
Dicho Real Decreto recoge en su artículo 5.3, para el conjunto de las grandes instalaciones de 

combustión existentes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 16/2002, el establecimiento de un Plan 
Nacional donde se recojan los objetivos y las medidas necesarias, para alcanzar reducciones 
significativas de las emisiones de dióxido de azufre, de óxidos de nitrógeno y partículas procedentes 
de dichas instalaciones, a partir del 1 de enero de 2008. 

 
Según la resolución impugnada, en el Plan Nacional de Reducción de Emisiones de las Grandes 

Instalaciones de Combustión existentes (PNRE-GIC), hecho público por Orden PRE/77/2008, de 17 
de enero, el Grupo 1 y el Grupo 2 de la Central Térmica ubicada en el término municipal de La Robla 
quedan incluidos en la «Burbuja empresarial» descrita dentro del PNRE-GIC, lo que conlleva el 
obligado cumplimiento de los límites anuales en toneladas/año que se aplica a la suma de las 
instalaciones de la empresa incluidas en dicho Plan. 
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Sobre los criterios de fijación de VLEs a la atmósfera, en el apartado 6.b) del Anexo II se indica 
que la fijación de los valores límite de emisión se ha realizado atendiendo a las prescripciones 
descritas en el Real Decreto 430/2004, y en especial a lo recogido en el artículo 5, apartado 5, donde 
se establece que, las instalaciones existentes, a que se refieren los apartados 3 y 4, no estarán sujetas a 
límites individuales de emisión para los contaminantes regulados en este Real Decreto que contradigan 
lo que se establezca en el Plan nacional de reducción de emisiones de las grandes instalaciones de 
combustión existentes elaborado por la Administración General del Estado. 

 
Revisando el PNRE-GIC, se observa que: 1) Establece las instalaciones incluidas dentro de los 

compromisos globales de reducción de emisiones (burbuja nacional). 2) Calcula las emisiones anuales 
totales correspondientes a las instalaciones incluidas en la burbuja nacional. 3) Enumera las medidas 
previstas por cada instalación para el cumplimiento del PNRE-GIC. 4) Señala las medidas a adoptar 
por la Administración General del Estado para el control y seguimiento del PNRE-GIC. 

 
EL PNRE-GIC sólo habla de “burbuja nacional”, no planteando objetivos de reducción a nivel de 

empresa tal y como sugiere la autorización impugnada (“Burbuja empresarial”). Para el cálculo de las 
emisiones totales anuales admisibles correspondientes a las instalaciones incluidas en la burbuja, en su 
capítulo 4 el PNRE-GIC toma como referencia los VLEs de dióxido de azufre (SO2), óxidos de 
nitrógeno (NOX) y partículas aplicables a cada una de las grandes instalaciones de combustión 
existentes incluidas en el cálculo de la burbuja. Posteriormente, en función del caudal promedio de 
emisión y de los VLEs de cada instalación se determina la aportación de cada instalación a las 
burbujas totales de emisiones de SO2, NOX y partículas del PNRE-GIC. 

 
Los VLEs de SO2, NOX y partículas de cada instalación, aplicables para el cálculo de la 

contribución individual de cada instalación al objetivo de emisiones del PNRE-GIC, figuran en la 
tabla 3 del Anexo 1 del Plan Nacional, expresados en miligramos por metro cúbico (mg/Nm3). Para el 
caso de la central térmica de La Robla, los VLEs manejados para este cálculo entre los años 2008 y 
2015 (periodo de vigencia de la autorización ambiental impugnada) son los siguientes: 

 
 VLEs SO2 VLEs NOx VLEs partículas 

Grupos 1 y 2 400 mg/Nm3 1.200 mg/Nm3 50 mg/Nm3 
 
En sus artículos 7.1.d) y 7.2.g), la Ley 16/2002 y la Ley 11/2003, respectivamente, establecen que 

para la determinación en la autorización ambiental integrada de los valores límite de emisión, se 
deberán tener en cuenta los planes nacionales aprobados, en su caso, para dar cumplimiento a 
compromisos establecidos en la normativa comunitaria o en tratados internacionales suscritos por el 
Estado español o por la Unión Europea, entre otros criterios. Este es el caso del PNRE-GIC. 

 
Y en su capítulo 6.2 el PNRE-GIC señala que, de acuerdo con la Ley IPPC, las autorizaciones 

ambientales integradas que se otorguen a las grandes instalaciones de combustión existentes incluidas 
en el PNRE-GIC deben contener unos valores límite de emisión para los contaminantes SO2, NOX y 
partículas que sean coherentes con lo que establecido en el PNRE-GIC. Esto es aplicable a las grandes 
instalaciones de combustión que tengan compromisos de reducción de emisiones al figurar en las 
correspondientes “burbujas”, como es el caso de la central térmica de La Robla. 

 
Por lo tanto, la lectura atenta de la Ley 16/2002, el Real Decreto 430/2004 y el PNRE-GIC permite 

concluir que: 
 
1) Las grandes instalaciones de combustión existentes que se señalan en el mismo deben 

cumplir unos compromisos globales de reducción de emisiones (burbuja nacional). 
2) El cálculo de la burbuja nacional se realiza a partir de la contribución individual de cada 

instalación al objetivo de emisiones del PNRE-GIC, que a su vez toma como referencia los 
VLEs de SO2, NOX y partículas marcados para cada instalación y el caudal promedio de 
emisión (al margen del índice de desulfuración, no aplicable en el caso que nos ocupa). 
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3) Los VLEs en las autorizaciones ambientales de cada gran instalación de combustión 
existente deben ser coherentes con los VLEs tomados como referencia para el cálculo de la 
contribución individual de cada instalación al objetivo de emisiones del PNRE-GIC. 

 
Como señala el PNRE-GIC y la propia autorización ambiental impugnada, el artículo 5.5. del Real 

Decreto 430/2004 establece que las instalaciones existentes no estarán sujetas a límites individuales de 
emisión para los contaminantes regulados en este Real Decreto que contradigan lo que se establezca en 
el propio PNRE-GIC, lo que ratifica que los VLEs de las autorizaciones ambientales no pueden ser a 
priori distintos de los que establezca el PNRE-GIC. 

 
No obstante, la consideración de los planes nacionales aprobados para dar cumplimiento a 

compromisos establecidos en la normativa comunitaria o en tratados internacionales suscritos por el 
Estado español o por la Unión Europea es sólo uno de los criterios establecidos para la determinación 
en la autorización ambiental de los valores límite de emisión. Los artículos 7.1.a) y 22.1.a) de la Ley 
16/2002 y el artículo 7.2.b) de la Ley 11/2003 establecen que los VLEs deben basarse en las mejores 
técnicas disponibles (MTDs), recogidos para el caso que nos ocupa en el Documento BREF sobre 
Grandes Instalaciones de Combustión de la Comisión Europea, cuyo resumen oficial en castellano 
aportamos como DOCUMENTO 1. Los niveles de emisión asociados a las MTDs según esta fuente 
para las instalaciones existentes de más de 300 MW de potencia total instalada que quemen carbón, 
como es nuestro caso, son los siguientes (Cuadros 5, 6 y 7, páginas viii, ix y x): 

 
SO2 NOx Partículas 

20-200 mg/Nm3  50-200 mg/Nm3 5-20 mg/Nm3 
 
Como se puede comprobar según las referencias expuestas, los VLEs a la atmósfera que se fijan en 

el apartado 5.b) del Anexo II de la autorización ambiental impugnada para el Grupo 1 son muy 
superiores a los límites manejados en el PNRE-GIC. También son muy superiores a los niveles de 
emisión asociados a MTDs. 
 

La resolución impugnada autoriza VLEs de contaminantes atmosféricos de acuerdo con la 
siguiente tabla: 
 

 
 

Estos valores multiplican por 5 los VLEs recogidos en el PNRE-GIC para el Grupo 1 de la Central 
Térmica de La Robla para el SO2 (400 mg/Nm3), por 8 veces para las partículas (50 mg/Nm3) y por 
1,25 veces el de los NOx hasta 2017 (1.200 mg/Nm3). 
 

Por otro lado, los VLEs autorizados al Grupo 1 multiplican por entre 10 y 100 veces los valores 
asociados a las MTDs publicadas por la Comisión Europea en el caso del SO2 (20-200 mg/Nm3), entre 
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20 y 80 veces en el caso de las partículas (5-20 mg/Nm3) y entre 7,5 y 30 veces en el caso de los NOx 
(50-200 mg/Nm3). 

 
Otros criterios para la determinación en la autorización ambiental de los VLEs son las condiciones 

locales del medio ambiente (artículos 7.1.b de la Ley 16/2002 y 7.2.a de la Ley 11/2003) y la 
incidencia de las emisiones en la salud humana potencialmente afectada (artículos 7.1.e de la Ley 
16/2002 y 7.2.h de la Ley 11/2003).  

 
Por efecto de las emisiones de la central térmica, la zona de La Robla viene rebasando 

sistemáticamente desde 2002 los valores límite para la protección de la salud humana establecidos por 
el Real Decreto 1073/2002, de 18 de octubre, sobre evaluación y gestión de la calidad del aire 
ambiente en relación con el dióxido de azufre, dióxido de nitrógeno, óxidos de nitrógeno, partículas, 
plomo, benceno y monóxido de carbono  para el SO2, tal y como se expone en el Decreto 79/2009, de 
29 de octubre, por el que se aprueba el Plan de Actuación para la Mejora de la Calidad del Aire en la 
Zona Atmosférica de La Robla (BOCyL de 4 de noviembre de 2009). 

 
Este Plan señala que “históricamente (2002-2007) se han registrado en la zona de La Robla, 

valores elevados de dióxido de azufre, uno de los contaminantes regulados por el Real Decreto 
1073/2002, de 18 de octubre. Dichos elevados valores, han superado en repetidas ocasiones el valor 
límite horario fijado en dicha norma, e incluso en alguna ocasión el umbral de alerta” (pág. 3).  

 
“Hasta el año 2007, inclusive, se ha ido observando como los episodios de contaminación por 

dióxido de azufre (SO2), se han seguido produciendo, incluso después de haberse efectuado algunos 
cambios en los procesos industriales de las dos empresas importantes de la zona: la Central Térmica de 
La Robla  y la Fábrica de Cementos de La Robla” (pág. 32). 

 
“Del análisis de los capítulos anteriores se hace evidente un origen industrial local de las 

emisiones contaminantes que junto con las características orográficas de la zona y las condiciones 
meteorológicas, producen unas situaciones adversas a la dispersión de los contaminantes emitidos”, 
entre otras razones porque “el 99,9 % de las emisiones corresponden al sector industrial (96.9 % a la 
Central Térmica y 3% a la Fábrica de Cemento)” (pág. 49). 

 
“Por todas estas razones las medidas que se han tomado (capítulo 8) y las medias a tomar 

(expuestas en el capítulo 9) son las dirigidas a reducir las emisiones de estas instalaciones, dentro, 
evidentemente, del marco socioeconómico en que nos encontramos, con medidas proporcionadas y 
adaptadas a las mejores tecnologías disponibles” (pág. 50). Entre las medidas existentes, se cita en el 
punto 8.3 “Nuevos valores límite de emisión de SO2, a las citadas instalaciones en el marco de la 
concesión de la Autorización Ambiental”. 

 
Aunque este Plan no estaba aprobado ni vigente en el momento de otorgarse la autorización 

ambiental impugnada, su contenido estaba perfectamente definido al haberse sometido a información 
pública por anuncio publicado en el BOCyL de 13 de noviembre de 2008 (DOCUMENTO 2). No 
obstante, a la hora de establecer los VLEs del SO2 en la autorización ambiental no se tuvo en cuenta el 
deterioro del medio ambiente ni la incidencia de las emisiones en la salud humana, afectados de forma 
efectiva y no sólo potencial. 

 
Sistemas para el control de las emisiones a la atmósfera 
 
La autorización ambiental fija en el apartado 6.b) de su Anexo II, epígrafe “controles internos y 

externos de inmisión”, tres estaciones de inmisión, situadas en Cuadros, Naredo y Ventosilla, que 
medirán en continuo SO2, NOX y partículas en suspensión (PM10), además de ozono (O3) en dos de 
ellas. 

 
Se suprimen así, sin justificación alguna, una estación automática y 4 estaciones manuales de la 

red de control de la contaminación de la central térmica, en concreto las de La Robla (automática), 
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Cármemes, Carrocera, Rioseco de Tapia y Soto y Amio, que se citan en la autorización ambiental 
(Anexo I, “Red de inmisión”) y el expediente (folios 682-684, 774 y 1910-1911) y figuran en la 
publicación “Estaciones y redes de vigilancia de la contaminación atmosférica en España” del 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, cuyas fichas se adjuntan como 
DOCUMENTO 3.  

 
Hay que notar que la Red de Control de la Contaminación Atmosférica de la Central Térmica de 

La Robla entró en explotación en su configuración actual en 1986, vinculada a la autorización 
sustantiva otorgada por el Gobierno Central (folios 1433-1434), que mantiene su vigencia en virtud de 
lo establecido en el artículo 21 y la disposición transitoria segunda de la Ley 54/1997, de 27 de 
noviembre, del Sector Eléctrico, en los Capítulos 1 y 2 del Título VII y la disposición transitoria 
séptima del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de 
instalaciones de energía eléctrica y en los artículos 3.b) y 11.2.a) de la Ley 16/2002, y entendemos no 
puede ser modificada unilateralmente por el órgano ambiental de la Comunidad Autónoma, como 
según el promotor ya sucedió en 2000, cuando la Junta de Castilla y León autorizó la sustitución de la 
red manual de 8 estaciones por las 4 estaciones automáticas actuales (folio 683). 

 
El punto 13 de la autorización sustantiva de la Central Térmica de La Robla señala que “el titular 

de la central deberá instalar un mínimo de 12 estaciones dotadas de sensores para SO2 y partículas. La 
ubicación de estas estaciones se efectuará en dentro de tres círculos concéntricos de radios 5, 10 y 20 
kilómetros, respectivamente” (folio 2660). La reducción de las 12 estaciones prescritas inicialmente y 
de las 8 que figuran en el Acta de puesta en marcha de la central térmica (folios 1910-1911) a las 3 
contenidas en la autorización impugnada vulnera por ello la autorización sustantiva de la central 
térmica. 

 
La colindancia de la central térmica de La Robla a este importante núcleo de población y la 

proximidad al ámbito del espacio natural “Hoces de Vegacervera”, integrante de la Red de Espacios 
Naturales de Castilla y León, así como a los Lugares de Importancia Comunitaria (LIC) “Hoces de 
Vegacervera” y “Montaña Central de León”, designados dentro de la Red Natura 2000 de la Unión 
Europea, de los que dista unos 10 kilómetros, agrava las carencias de la autorización ambiental 
señaladas en materia de valores límite de emisión a la atmósfera y sistemas de control de los 
contaminantes atmosféricos emitidos por la central térmica. 

 
 

SEGUNDO.- Por las razones expuestas la resolución recurrida debe declararse nula o contraria a 
derecho.  

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
 I.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- Art. 1 de la Ley Jurisdiccional, que atribuye al 
orden contencioso administrativo el conocimiento en general de todas las pretensiones que se 
deduzcan contra la Administración sujetas a derecho administrativo. En aplicación del art. 10.1. a) es 
competente este Tribunal. 
 
 II.- TRAMITACIÓN.- Los arts. 10 y 43 y siguientes de la Ley Jurisdiccional remiten a la 
tramitación del procedimiento contencioso en primera o única instancia. 
 
   III.- LEGITIMACIÓN.- El aplicación del art. 19.1 b) de la Ley Jurisdiccional está legitimado 
el demandante por su defensa de intereses colectivos y de forma pasiva está legitimada la 
Administración demandada en aplicación del art. 21 del mismo texto legal. 
 
 IV.- FONDO DEL ASUNTO.-  
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Previo.- Con carácter general interesamos que se den por reproducidos en este apartado todos los 

preceptos jurídicos y resoluciones judiciales citadas en los fundamentos de hecho que por razones 
sistemáticas se han citado también en ese apartado para relacionarlo con los hechos. 
 

PRIMERO.- Resulta de aplicación la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de 
Castilla y León, que remite en determinadas cuestiones de procedimiento y de fondo a la Ley 16/2002, 
de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación. 
 

En su artículo 11.1, la Ley 11/2003 establece que la autorización ambiental tiene como finalidad 
“el establecimiento de un sistema de prevención que integre en una autorización única, las 
autorizaciones sectoriales existentes en materia de vertido de aguas residuales, producción y gestión de 
residuos y emisiones a la atmósfera”. 

  
SEGUNDO.- El artículo 22 de la Ley 16/2002 y 21 de la Ley 11/2003 establecen el contenido 

mínimo de la autorización ambiental, al que no se ajusta la resolución impugnada según se explica en 
los hechos. 

 
Respecto a los valores límite de emisión a la atmósfera (artículo 22.1.a de la Ley 16/2002).  

 
Los valores límite de emisión a la atmósfera son muy superiores a los límites legales establecidos 

en el Acuerdo de Consejo de Ministros por el que se aprueba el Plan Nacional de Reducción de 
Emisiones de las Grandes Instalaciones de Combustión existentes (PNRE-GIC), hecho público por 
Orden PRE/77/2008, de 17 de enero, en aplicación de lo establecido en el Real Decreto 430/2004, de 
12 de marzo, por el que se establecen nuevas normas sobre limitación de emisiones a la atmósfera de 
determinados agentes contaminantes procedentes de grandes instalaciones de combustión. 

 
En sus artículos 7.1.d) y 7.2.g), la Ley 16/2002 y la Ley 11/2003, respectivamente, establecen que 

para la determinación en la autorización ambiental integrada de los valores límite de emisión, se 
deberán tener en cuenta los planes nacionales aprobados, en su caso, para dar cumplimiento a 
compromisos establecidos en la normativa comunitaria o en tratados internacionales suscritos por el 
Estado español o por la Unión Europea, como es el caso del PNRE-GIC. 

 
El artículo 5.5. del Real Decreto 430/2004 establece que las instalaciones existentes no estarán 

sujetas a límites individuales de emisión para los contaminantes regulados en este Real Decreto que 
contradigan lo que se establezca en el propio PNRE-GIC, lo que ratifica que los VLEs de las 
autorizaciones ambientales no pueden ser a priori distintos de los que establezca el PNRE-GIC. 

 
Los valores límite de emisión a la atmósfera también son muy superiores a los valores asociados a 

las mejores técnicas disponibles (MTDs) aprobadas por la Comisión Europea. Los artículos 7.1.a) y 
22.1.a) de la Ley 16/2002 y el artículo 7.2.b) de la Ley 11/2003 establecen que los VLEs deben basarse 
en las MTDs. 

 
Finalmente, Los valores límite de emisión a la atmósfera no han tenido en cuenta las condiciones 

locales del medio ambiente (artículos 7.1.b de la Ley 16/2002 y 7.2.a de la Ley 11/2003) y la 
incidencia de las emisiones en la salud humana potencialmente afectada (artículos 7.1.e de la Ley 
16/2002 y 7.2.h de la Ley 11/2003), en una zona que por efecto de las emisiones de la central térmica,  
viene rebasando sistemáticamente desde 2002 los valores límite para la protección de la salud humana 
establecidos por el Real Decreto 1073/2002, de 18 de octubre, sobre evaluación y gestión de la 
calidad del aire ambiente en relación con el dióxido de azufre, dióxido de nitrógeno, óxidos de 
nitrógeno, partículas, plomo, benceno y monóxido de carbono para el SO2. 

 
Respecto a los sistemas para el control de las emisiones (artículo 22.1.e de la Ley 16/2002) 
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La autorización ambiental suprime una estación automática y 4 estaciones manuales de la red de 
control de la contaminación de la central térmica, en concreto las de La Robla (automática), 
Cármemes, Carrocera, Rioseco de Tapia y Soto y Amio, lo que vulnera la autorización sustantiva 
otorgada por el Gobierno Central, que mantiene su vigencia en virtud de lo establecido en el artículo 
21 y la disposición transitoria segunda de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, en 
los Capítulos 1 y 2 del Título VII y la disposición transitoria séptima del Real Decreto 1955/2000, de 
1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, 
suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica y en los artículos 
3.b) y 11.2.a) de la Ley 16/2002. 

 
En su punto 13 de la autorización sustantiva de la Central Térmica de La Robla señala que “el 

titular de la central deberá instalar un mínimo de 12 estaciones dotadas de sensores para SO2 y 
partículas. La ubicación de estas estaciones se efectuará en dentro de tres círculos concéntricos de 
radios 5, 10 y 20 kilómetros, respectivamente”. La reducción de las 12 estaciones prescritas 
inicialmente y de las 8 que figuran en el Acta de puesta en marcha de la central térmica a las 3 
contenidas en la autorización impugnada vulnera por ello la autorización sustantiva de la central 
térmica. 

 
TERCERO.- La resolución recurrida vulnera la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y 

control integrados de la contaminación, la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de 
Castilla y León, el Real Decreto 430/2004, de 12 de marzo, por el que se establecen nuevas normas 
sobre limitación de emisiones a la atmósfera de determinados agentes contaminantes procedentes de 
grandes instalaciones de combustión, el Acuerdo de Consejo de Ministros por el que se aprueba el 
Plan Nacional de Reducción de Emisiones de las Grandes Instalaciones de Combustión existentes y la 
autorización sustantiva de la central térmica, y en consecuencia incurre en nulidad de pleno derecho, 
según previene el artículo 62.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

 
En definitiva entendemos de aplicación el art. 62.2 y el 63 de la Ley 30/1992 según los cuales se 

deberá declarar nula, anulable o contraria a derecho la resolución recurrida por vulneración de la 
normativa legal. 
 
 V.- COSTAS.- Las costas deberán imponerse a la parte demandada en aplicación del art. 139 
de la ley Jurisdiccional. 
 
 Por lo expuesto, 
 
 SUPLICO A LA SALA: Que tenga por presentada este demanda con los documentos que 
acompaño y copia de todo ello, lo admita a trámite y dicte en su día sentencia por la que se acuerde 
declarar nula, anulable o contraria a derecho la Orden de 19 de noviembre de 2008 de la Consejería de 
Medio Ambiente por la que se concede autorización ambiental a Unión Fenosa Generación, S.A., 
A.I.E., para la central térmica y las instalaciones de gestión de residuos no peligrosos mediante su 
depósito en vertedero (sellado y nuevo vaso de vertido), ubicadas en el término municipal de La Robla 
(León), imponiendo las costas judiciales a la parte demandada. 
 
 Es justicia que pido en Valladolid a veintinueve de marzo de dos mil diez. 
 
 
 
 OTROSÍ I DIGO: Que en aplicación de los art. 57 y 62 de la Ley Jurisdiccional al discutirse 
cuestiones de derecho y obrar en el expediente y en la documentación que aportamos todos los datos 
necesarios para la resolución de este pleito, interesamos que se falle sin necesidad de recibimiento a 
prueba, pero con conclusiones escritas 
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 OTROSÍ II DIGO: Que en atención a los arts. 40 y 42.2 de la Ley Jurisdiccional esta parte 
interesa que se fije la cuantía del presente recurso como indeterminada. 
 
 OTROSÍ III.- Que con el presente escrito se procede a la devolución del expediente 
administrativo. 
 
 NUEVAMENTE SUPLICO. Que se tenga por hechas las anteriores manifestaciones a los 
efectos oportunos, por ser justicia que pido en mismo lugar y fecha 


